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Bogotá, D.C., 28 de octubre de 2026
[bookmark: _GoBack]Honorable Representante:
JOSÉ JAIME USCATEGUI PASTRANA
Presidente
Comisión Primera Constitucional Permanente
Cámara de Representantes 
Ciudad

Asunto: Informe de ponencia positiva para primer debate al Proyecto de Ley No. 388 de 2026 Cámara “Por medio de la cual se modifica el artículo 2 de la Ley 1475 de 2011”

Honorable Presidente:
En cumplimiento del encargo hecho por la Honorable Mesa Directiva de la Comisión Primera Constitucional de la Cámara de Representantes del Congreso de la República y de conformidad con lo establecido en el artículo 156 de la Ley 5ª de 1992, me permito rendir INFORME DE PONENCIA POSITIVA para PRIMER DEBATE al Proyecto de Ley No. 388 de 2026 Cámara “Por medio de la cual se modifica el artículo 2 de la Ley 1475 de 2011”.

Del Honorable Representante,



GERMÁN ROGELIO ROZO ANÍS   		
Ponente único	    		
Representante a la Cámara			
Departamento de Arauca			







INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NO. 388 de 2026 Cámara “Por medio de la cual se modifica el artículo 2 de la Ley 1475 de 2011

Con el ánimo de rendir una ponencia comprensible a los Honorables miembros de la Comisión Primera de la Cámara de Representantes y buscando precisar los objetivos, el alcance y la necesidad del proyecto, procedemos a desarrollar el informe de ponencia en el siguiente orden: 
1. Antecedentes y trámite legislativo
2. Objeto de la iniciativa
3. Justificación del proyecto de Ley
4.	Fundamentos normativos
4.1	Fundamentos Constitucionales 
4.2	Fundamentos Legales
4.3	Justificación jurídica de la modificación propuesta
5. 	Impacto fiscal de la iniciativa
6.	Circunstancias o eventos que pueden generar posibles conflictos de intereses
7.	Pliego de modificaciones
8. 	Proposición
9. 	 Texto propuesto para primer debate

1. ANTECEDENTES Y TRÁMITE LEGISLATIVO
La presente iniciativa es de origen parlamentario, radicada en el Congreso de la República el día 23 de septiembre de 2026, por los Honorables Representantes Héctor David Chaparro Chaparro, HR Bleidy del Carmen Pérez Ballestas, HR Daniel Felipe Briceño Montes, David Gerardo Cote Rodríguez, HR David Pinilla Calero, HR Delcy Esperanza Isaza Buenaventura, HR Diver Ney Franco Tejada, HR Eimy Julieth Suarez González, HR Elizabeth Jay-Pang Díaz, HR Elizabeth Sabina Molina Campo, HR Franklin Del Cristo Lozano De La Ossa, HR Germán Rogelio Rozo Anís, HR Heráclito Landínez Suárez, HR Ingrid Marlen Sogamoso Alfonso, HR Jaime Ignacio Arizabaleta Fajardo, HR James Hermenegildo Mosquera Torres, HR Jezmi Lizeth Barraza Arraut, HR John Edgar Pérez Rojas, HR José Fredy Arias Herrera, HR José Gregorio Orjuela Pérez, HR José Octavio Cardona León, HR Juan Pablo Duqué González, HR Juliana Aray Franco, HR Julio César Triana Quintero, HR Luis Carlos Álvarez Morales, HR Manuel Orlando Correa Bedoya, HR Mauricio Andrés Toro Orjuela, HR Mello Castro Gonzalez, HR Pedro Antonio Paternina Gulfo, HR Simón Molina Gómez, HR Welfran Junior Mendoza Torres y otras firmas. Fue publicado en la Gaceta del Congreso número 1492 de 2026.
Mediante oficio No. C.P.C.P. 3.1-0442-26 del 15 octubre de 2026, la Mesa Directiva de la Comisión Primera de la Cámara de Representantes me designó como ponente único para rendir ponencia de primer debate.  
2. OBJETO DE LA INICIATIVA
El presente proyecto de Ley tiene como finalidad precisar el alcance de la prohibición de doble militancia establecida en la Ley 1475 de 2011, incorporando una excepción aplicable a la modalidad que la jurisprudencia ha denominado como doble militancia por “Apoyo”. Excepción que está dirigida a los candidatos inscritos a certámenes electorales para cargos uninominales mediante coaliciones de partidos y/o movimientos políticos. La excepción aplicable consiste en excluir a estos candidatos de la prohibición de doble militancia en los casos en que manifiesten su respaldo a candidatos de cualquiera de las colectividades que integran la coalición que avala su propia candidatura. Resulta irrazonable exigir que estos candidatos se abstengan de apoyar y acompañar las campañas de miembros de los partidos que, en conjunto, respaldan y avalan su aspiración a través de una coalición. 
3. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO DE LEY
La Constitución Política de Colombia contiene en su artículo 107 parámetros claros frente al objeto de esta iniciativa, al respecto dispone que “(…) En ningún caso se permitirá a los ciudadanos pertenecer simultáneamente a más de un partido o movimiento político con personería jurídica” y más adelante en ese mismo artículo se consagra la regla que impone la obligación de renunciar en un término de 12 meses antes del primer día de inscripción a quien siendo miembro de una corporación pública decida presentarse a la siguiente elección por un partido distinto al que pertenece. 
Por su parte, el artículo 262 de la misma norma habilita la conformación de coaliciones bajo el siguiente tenor: “Los partidos y movimientos políticos con personería jurídica que sumados hayan obtenido una votación de hasta el quince por ciento (15%) de los votos válidos de la respectiva circunscripción, podrán presentar lista de candidatos en coalición para corporaciones públicas”.
A partir de esas disposiciones constitucionales, el legislador reguló mediante la Ley 1475 de 2011 las reglas de organización y funcionamiento de los partidos y movimientos políticos y de los procesos electorales. En esa norma se regula de manera exhaustiva la prohibición de doble militancia, sin que en ninguno de sus incisos o parágrafos se pueda inferir la prohibición que por vía judicial se ha ido decantado. 
En lo que tiene que ver con los candidatos por coaliciones, dicha Ley dispone en su artículo 29 lo referente a los elementos y requisitos generales que deben ser satisfechos para que pueda surgir válidamente una coalición. 
Aunque existen enunciados normativos de orden constitucional y legal que contienen insumos sobre las figuras de doble militancia y coalición, de ninguna de ellas puede tenerse como valida la norma de prohibición de apoyo por parte de un candidato a cargos de elección uninominal hacia los candidatos que hagan parte de la coalición, sin distingo del partido al que pertenezcan. 
La excepción que se propone en esta iniciativa atiende a la inseguridad jurídica y posible vulneración del principio de igualdad, legalidad y tipicidad cuando por vía judicial se ha configurado una prohibición que la Ley no contiene y que además ha sufrido multiplicidad de interpretaciones jurisprudenciales a lo largo de los años, lo que ha incrementado esa ausencia de seguridad jurídica frente a la norma. 
En la práctica, se han evidenciado situaciones de inseguridad jurídica y de trato desigual, derivadas de la aplicación inconsistente de la prohibición de doble militancia. Han existido casos en los que, frente a hechos similares o incluso idénticos, una misma norma ha sido interpretada y aplicada de manera disímil, generando decisiones contradictorias. Mientras que en algunos procesos se ha exonerado de responsabilidad a los candidatos involucrados, en otros se ha llegado incluso a la anulación de las elecciones, pese a que las circunstancias fácticas eran equivalentes. Esta disparidad jurisprudencial pone en evidencia la necesidad de una regulación más clara y precisa que brinde seguridad jurídica, garantice la igualdad ante la ley y respete el principio de legalidad
Si se acude a la definición semántica de la palabra “Coalición”, el diccionario de la lengua española de la RAE señala que es la unión transitoria de personas, grupos políticos o países con un interés determinado. En ese sentido se puede colegir que la coalición supone una unión bilateral, en este caso de grupos políticos, para alcanzar fines comunes determinados. En consecuencia, no se puede exigir que en el marco de una coalición se impida recibir y dar el apoyo a los miembros integrantes de esa unión. 
Se debe tener como referente que “el ordenamiento jurídico colombiano, que pertenece al sistema continental de derecho, la norma positiva es la fuente principal de este, y como tal rige desde el momento en que la misma lo dispone, sin que esté condicionada su eficacia y carácter vinculante a la interpretación que realicen las autoridades judiciales”[footnoteRef:1]. Justamente es el Congreso quien tiene la facultad constitucional de legislar tal y como lo prevé el numeral primero del articulo 150 de la Constitución cuando refiere que corresponde al congreso Interpretar, reformar y derogar las Leyes.  [1:  Sentencia SU-213 de 2022, Corte Constitucional. ] 

Este proyecto tiene como objetivo además, reafirmar principios constitucionales del modelo de Estado social de Derecho, como quería que para lograr efectivizar los fines esenciales instituidos (…) el Estado se vale del principio de separación de los poderes, para poner en marcha el cumplimiento de las funciones legislativa, ejecutiva y judicial, a través de los diferentes órganos que la integran (…)[footnoteRef:2] [2:  RAMÍREZ, Lorena Cabrera. La La prevalencia del principio pro electoratem frente al principio pro homine en la jurisprudencia del consejo de Estado. Vis Iuris. Revista de derecho y ciencias sociales, 2018, p. 9-40. 

] 

Este principio de separación de poderes ha podido verse diluido en el sentido que existe una profusa cantidad de fallos (Tribunales y altas cortes) que de manera reiterada han ido decantando una norma que supera el alcance y sentido de la constitución y la ley. Se insiste, que resulta un contrasentido pensar que el ordenamiento jurídico contenga una habilitación de conformar coaliciones para participar en certámenes electorales pero que los integrantes de la misma no puedan brindarse apoyo mutuo. 
De otra parte, frente al costo de Elecciones Atípicas, recientemente, el Registrador Nacional del Estado Civil, Hernán Penagos, hizo un llamado urgente al Congreso de la República para que se adopten medidas legislativas orientadas a regular la declaratoria de nulidad electoral por doble militancia, específicamente en la modalidad de apoyo[footnoteRef:3]. Esta solicitud surge como respuesta al creciente número de procesos judiciales que se vienen adelantando a nivel nacional, los cuales podrían acarrear graves consecuencias fiscales y administrativas para el Estado colombiano. [3:  https://www.facebook.com/watch/?v=1389889728922602] 

De acuerdo con medios de comunicación que citan al Registrador, tan solo en el año 2025 las elecciones atípicas podrían costarle al país cerca de 40.000 millones de pesos, considerando que se tienen previstos más de 30 procesos electorales extraordinarios[footnoteRef:4]. Otras fuentes, como Caracol Noticias, advierten que el costo aproximado de cada elección atípica oscila entre 3.000 y 5.000 millones de pesos, lo cual podría representar un gasto de hasta 150.000 millones de pesos para el erario nacional para la vigencia del 2025.[footnoteRef:5]. [4:  https://www.infobae.com/colombia/2025/04/13/2025-seria-un-ano-historico-para-las-elecciones-atipicas-de-colombia-30-votaciones-afectarian-las-finanzas-del-pais/]  [5:  https://www.youtube.com/watch?v=WoDv8m7YmA8] 

Este panorama evidencia una problemática estructural que amerita una respuesta institucional decidida y oportuna. Por ello, el proyecto legislativo en cuestión no solo pretende ofrecer una solución normativa a una laguna jurídica que ha dado lugar a múltiples interpretaciones en sede judicial, sino que también busca garantizar la seguridad jurídica del proceso electoral, proteger el principio democrático y evitar la destinación ineficiente de recursos públicos en la repetición innecesaria de elecciones y preservar el dinero de los colombianos.
Asimismo, una regulación clara y precisa sobre la causal de doble militancia en su modalidad de apoyo permitiría evitar la judicialización excesiva de las elecciones populares, al establecer parámetros objetivos y uniformes para su aplicación, previniendo así que decisiones jurisdiccionales dispares o contradictorias afecten la estabilidad de los gobiernos territoriales y la confianza de la ciudadanía en el sistema electoral y judicial.
Finalmente, el país no puede permitirse que una figura originalmente diseñada para proteger la coherencia del sistema de partidos termine convirtiéndose en un detonante de inestabilidad institucional y de crisis fiscales. Es imperativo, entonces, que el Congreso asuma esta responsabilidad normativa como una prioridad legislativa de interés nacional.
4. FUNDAMENTOS NORMATIVOS
4.1 Fundamentos Constitucionales:
La presente iniciativa legislativa tiene como fundamento los artículos 1, 2, 40, 83, 107 y 262 de la Constitución Política de Colombia, disposiciones que consagran los principios de democracia participativa, pluralismo político, libertad de participación, buena fe y autonomía de las organizaciones políticas. A partir de estos mandatos, se propone modificar el régimen de doble militancia en la modalidad de apoyo, con el propósito de establecer una excepción cuando se trate de candidaturas inscritas mediante coaliciones políticas.
Artículo 1. Estado social de derecho, democracia participativa y pluralismo político. La Constitución define a Colombia como un Estado social de derecho, democrático, participativo y pluralista. Estos principios reconocen la diversidad de posiciones políticas y la posibilidad de que diferentes organizaciones concurran a los procesos electorales mediante acuerdos programáticos y electorales.
Las coaliciones constituyen una expresión de ese pluralismo, pues permiten la convergencia de partidos y movimientos políticos alrededor de una candidatura común, sin que ello implique necesariamente la desaparición de su identidad, autonomía o afiliación individual. En este contexto, la iniciativa busca reconocer las particularidades de esta forma de participación y establecer un tratamiento normativo acorde con su naturaleza, diferenciándola de las relaciones de pertenencia partidista individual.
Artículo 2. Fines esenciales del Estado. El artículo 2 superior establece, entre los fines esenciales del Estado, facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida política de la Nación. Este mandato exige que las normas electorales propicien condiciones claras para el ejercicio de los derechos políticos y para la participación de las organizaciones en los procesos democráticos.
En consecuencia, la regulación de la doble militancia debe considerar las particularidades de las coaliciones, en las cuales confluyen diferentes colectividades en torno a una candidatura y a unos compromisos electorales compartidos. La iniciativa pretende adecuar las reglas aplicables a la modalidad de apoyo a esta realidad, evitando que la aplicación de una prohibición concebida para regular la disciplina partidista desconozca las características propias de los acuerdos de coalición.
Artículo 40. Derecho a participar en la conformación, ejercicio y control del poder político. Esta disposición garantiza a todos los ciudadanos el derecho a elegir y ser elegidos, así como a constituir partidos y movimientos políticos, afiliarse libremente a ellos y difundir sus ideas y programas.
La libertad de participación política comprende el ejercicio de los derechos electorales dentro de las condiciones establecidas por la Constitución y la ley. Por ello, el legislador puede regular las condiciones bajo las cuales se desarrolla la actividad política, siempre que respete los principios de razonabilidad, proporcionalidad e igualdad y no imponga restricciones injustificadas al ejercicio de los derechos fundamentales.
Desde esta perspectiva, la iniciativa propone revisar el alcance de la prohibición de doble militancia en la modalidad de apoyo cuando intervengan candidaturas de coalición, con el fin de establecer una regulación que tenga en cuenta la naturaleza de los acuerdos electorales y las particularidades de la participación de sus integrantes.
Artículo 83. Principio de buena fe. El artículo 83 de la Constitución dispone que las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe. Este principio es relevante para la actividad electoral, en la que los partidos, movimientos políticos y candidatos celebran acuerdos y asumen compromisos que deben desarrollarse bajo reglas claras y previsibles.
La iniciativa busca contribuir a la seguridad jurídica en la actuación de quienes participan en coaliciones, mediante una delimitación legal expresa del alcance de la prohibición de doble militancia en la modalidad de apoyo. De esta manera, se pretende que las consecuencias jurídicas de las actuaciones políticas se encuentren definidas previamente por el legislador y respondan a las particularidades de esta figura.
Artículo 107. Libertad de afiliación y organización de los partidos y movimientos políticos. El artículo 107 superior garantiza a los ciudadanos el derecho a fundar, organizar y desarrollar partidos y movimientos políticos, así como la libertad de afiliarse a ellos o retirarse. Igualmente, prohíbe pertenecer simultáneamente a más de un partido o movimiento político con personería jurídica y establece reglas relacionadas con la democracia interna y la disciplina de las organizaciones políticas.
Esta disposición constituye un fundamento esencial para distinguir entre la pertenencia simultánea a varias organizaciones políticas y las actuaciones de apoyo electoral que se desarrollan en el contexto de una coalición.
La iniciativa no pretende eliminar la prohibición constitucional de pertenecer simultáneamente a más de un partido o movimiento político, ni desconocer las obligaciones derivadas de la afiliación partidista. Su objeto consiste en modificar el tratamiento legal de la modalidad de doble militancia por apoyo cuando se trate de candidaturas de coalición, reconociendo que estas responden a acuerdos electorales específicos entre distintas colectividades.
En consecuencia, se propone que el legislador establezca expresamente el alcance de esta excepción, en armonía con los principios constitucionales de pluralismo, participación democrática y libertad política, sin afectar las demás modalidades de doble militancia previstas en el ordenamiento jurídico.
Artículo 262. Inscripción de candidaturas y listas mediante coaliciones políticas. El artículo reconoce expresamente la posibilidad de que los partidos, movimientos políticos y grupos significativos de ciudadanos participen en procesos de elección popular mediante la inscripción de candidatos propios o en coalición para cargos uninominales. Asimismo, contempla la presentación de listas de candidatos en coalición para corporaciones públicas por parte de partidos y movimientos políticos con personería jurídica.
Esta disposición constituye un fundamento constitucional directo para reconocer que las coaliciones son una modalidad legítima de participación electoral, mediante la cual diferentes organizaciones políticas pueden concurrir conjuntamente a una elección, aun cuando conserven su identidad y autonomía.
La existencia constitucional de esta figura exige que el régimen electoral considere sus particularidades al establecer las reglas que regulan la actuación de los partidos, movimientos políticos y candidatos. En efecto, las coaliciones suponen acuerdos entre colectividades que deciden participar conjuntamente en una contienda electoral y respaldar una candidatura o lista común, circunstancia que debe ser tenida en cuenta al determinar el alcance de las restricciones aplicables al apoyo electoral.
En este sentido, la iniciativa propone establecer una excepción expresa a la prohibición de doble militancia en la modalidad de apoyo cuando se trate de candidaturas de coalición a cargos uninominales, de manera que el régimen legal reconozca las particularidades de esta forma de participación política y la diferencie de las actuaciones que configuran una infracción a las reglas de pertenencia y disciplina partidista.
4.2 Fundamentos legales: Ley Estatutaria 1475 de 2011
Artículo 2. Prohibición de doble militancia.
El artículo 2 de la Ley Estatutaria 1475 de 2011 desarrolla la prohibición de doble militancia y establece, entre otras reglas, que quienes desempeñen cargos de dirección, gobierno, administración o control dentro de los partidos y movimientos políticos, o hayan sido o aspiren a ser elegidos en cargos o corporaciones de elección popular, no podrán apoyar candidatos distintos de los inscritos por el partido o movimiento político al cual se encuentren afiliados.
Esta disposición constituye el fundamento legal de la modalidad de doble militancia en modalidad de apoyo. Su aplicación a las candidaturas de coalición fue objeto de desarrollo jurisprudencial por parte de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado, que precisó que la inscripción mediante una coalición no elimina, por sí misma, la afiliación del candidato a su organización política de origen.
Sin embargo, las coaliciones presentan características particulares, pues se constituyen justamente para concurrir conjuntamente a una contienda electoral, reúnen organizaciones políticas que conservan su identidad y afiliación, y se estructuran a partir de acuerdos que pueden comprender compromisos programáticos y electorales compartidos.
Por esta razón, la iniciativa propone modificar el artículo 2 de la Ley 1475 de 2011 para establecer una excepción expresa a la prohibición de doble militancia en la modalidad de apoyo cuando se trate de candidaturas inscritas mediante coaliciones políticas a cargos uninominales, en los términos que determine la ley.
La finalidad de esta modificación es diferenciar la prohibición de pertenencia simultánea a varias organizaciones políticas de las actuaciones de apoyo electoral relacionadas con las coaliciones, evitando que ambas situaciones reciban un tratamiento jurídico equivalente cuando sus características y finalidades son distintas.
La excepción propuesta deberá delimitarse expresamente para determinar sus destinatarios, alcance y condiciones de aplicación, preservando la vigencia de las demás reglas del régimen de doble militancia.
Artículo 29. Candidatos de coalición.
El artículo 29 de la Ley Estatutaria 1475 de 2011 regula la inscripción de candidatos de coalición para cargos uninominales y establece condiciones para la participación conjunta de partidos, movimientos políticos y grupos significativos de ciudadanos, de acuerdo con los requisitos previstos en la ley.
Esta disposición reconoce jurídicamente la posibilidad de que diferentes organizaciones políticas concurran a un proceso electoral mediante una candidatura común, con fundamento en acuerdos que determinan las condiciones de su participación.
La existencia de esta figura exige que el régimen electoral considere las particularidades de las candidaturas de coalición y las distinga de aquellas inscritas individualmente por una sola organización política. Por consiguiente, la modificación propuesta al artículo 2 debe interpretarse de manera armónica con el artículo 29, de modo que el tratamiento de la modalidad de apoyo responda a la naturaleza jurídica de las coaliciones y a los compromisos que estas establecen.
4.3. Justificación jurídica de la modificación propuesta:
La presente iniciativa parte de la necesidad de diferenciar dos situaciones jurídicamente distintas: de una parte, la pertenencia simultánea a más de un partido o movimiento político, expresamente prohibida por el artículo 107 de la Constitución; y, de otra, las actuaciones de apoyo electoral realizadas en el marco de candidaturas de coalición, cuya regulación se encuentra desarrollada en el artículo 2 de la Ley Estatutaria 1475 de 2011.
Las coaliciones permiten que diferentes organizaciones políticas concurran a una contienda electoral mediante acuerdos que pueden incluir compromisos programáticos, electorales y de respaldo a candidaturas. Aunque estas alianzas no eliminan la afiliación individual de sus integrantes, sí generan una dinámica de participación conjunta que merece consideración específica dentro del régimen electoral.
En ese contexto, la aplicación de la prohibición de doble militancia en la modalidad de apoyo a las candidaturas de coalición puede generar tensiones entre las reglas de disciplina partidista y los compromisos derivados de los acuerdos electorales. La iniciativa propone que esta situación sea resuelta mediante una excepción legal expresa, en lugar de dejar su alcance sujeto exclusivamente a interpretaciones jurisprudenciales.
La modificación propuesta no supone la eliminación integral de la doble militancia ni la autorización para pertenecer simultáneamente a varias organizaciones políticas. Su alcance se circunscribe a la modalidad de apoyo y a las situaciones relacionadas con las candidaturas de coalición que sean definidas expresamente por el legislador.
De esta manera, se busca dotar al ordenamiento jurídico de reglas claras y previsibles, respetar las particularidades de las coaliciones y mantener la coherencia del régimen electoral con los principios constitucionales de participación democrática, pluralismo político, libertad de afiliación y seguridad jurídica.
En conclusión, el proyecto de Ley encuentra fundamento en la competencia del legislador para desarrollar el régimen electoral y precisar el alcance de las prohibiciones legales, dentro del respeto por los mandatos constitucionales. La reforma propuesta pretende reconocer expresamente las particularidades de las coaliciones políticas mediante una excepción delimitada a la doble militancia en la modalidad de apoyo, conservando las demás prohibiciones y garantías previstas en la Constitución y la Ley.
5. IMPACTO FISCAL DE LA INICIATIVA:

Respecto del concepto impacto fiscal que los proyectos de ley pudieran generar, la Corte ha dicho: 
“Las obligaciones previstas en el artículo 7º de la Ley 819 de 2003 constituyen un parámetro de racionalidad legislativa, que está encaminado a cumplir propósitos constitucionalmente valiosos, entre ellos el orden de las finanzas públicas, la estabilidad macroeconómica y la aplicación efectiva de las leyes. Esto último en tanto un estudio previo de la compatibilidad entre el contenido del proyecto de ley y las proyecciones de la política económica, disminuye el margen de incertidumbre respecto de la ejecución material de las previsiones legislativas. El mandato de adecuación entre la justificación de los proyectos de ley y la planeación de la política económica, empero, no puede comprenderse como un requisito de trámite para la aprobación de las iniciativas legislativas, cuyo cumplimiento recaiga exclusivamente en el Congreso. 
Lo anterior, en tanto (i) el Congreso carece de las instancias de evaluación técnica para determinar el impacto fiscal de cada proyecto, la determinación de las fuentes adicionales de financiación y la compatibilidad con el marco fiscal de mediano plazo; y (ii) aceptar una interpretación de esta naturaleza constituiría una carga irrazonable para el legislador y otorgaría un poder correlativo de veto al Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda, respecto de la competencia del Congreso para hacer las leyes. Un poder de este carácter, que involucra una barrera en la función constitucional de producción normativa, se muestra incompatible con el balance entre los poderes públicos y el principio democrático. Si se considera dicho mandato como un mecanismo de racionalidad legislativa, su cumplimiento corresponde inicialmente al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, una vez el Congreso haya valorado, mediante las herramientas que tiene a su alcance, la compatibilidad entre los gastos que genera la iniciativa legislativa y las proyecciones de la política económica trazada por el Gobierno. (…). El artículo 7º de la Ley 819/03 no puede interpretarse de modo tal que la falta de concurrencia del Ministerio de Hacienda y Crédito Público dentro del proceso legislativo, afecte la validez constitucional del trámite respectivo”. (Sentencia C-315 de 2008). 
Como lo ha resaltado la Corte, si bien compete a los miembros del Congreso la responsabilidad de estimar y tomar en cuenta el esfuerzo fiscal que el proyecto bajo estudio puede implicar para el erario público, es claro que es el Poder Ejecutivo, y al interior de aquel, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el que dispone de los elementos técnicos necesarios para valorar correctamente ese impacto, y a partir de ello, llegado el caso, demostrar a los miembros del órgano legislativo la inviabilidad financiera de la propuesta que se estudia. 
Sin embargo, frente a las disposiciones propuestas en el presente proyecto de Ley, considero que la presente iniciativa no genera impacto fiscal ni requiere la aprobación del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, dado que no implica nuevos gastos públicos ni la creación de beneficios tributarios. En ese sentido, esta iniciativa, lejos de generar un impacto fiscal, representa un ahorro para el Estado, en la medida en que permitiría evitar la realización de elecciones atípicas, las cuales cuestan al año miles de millones de pesos.
6. CIRCUNSTANCIAS O EVENTOS QUE PUEDEN GENERAR POSIBLES CONFLICTOS DE INTERESES

El artículo 3 de la Ley 2003, promulgada el 19 de noviembre de 2019, introduce una modificación al artículo 291 de la Ley 5 de 1992. 

Esta modificación establece que los autores y ponentes de proyectos de ley deben incluir en la sección de justificación de sus propuestas un apartado en el cual se detalle las situaciones o incidentes que pudieran dar lugar a conflictos de interés para los miembros del Congreso durante el proceso de debate y votación de dichas iniciativas legislativas.

En este sentido, con el fin de ilustrar en el análisis frente a los posibles impedimentos que podrían derivar en conflictos de intereses producto de la actividad legislativa realizada, se citarán textualmente los criterios determinados en el artículo 1 de la ley 2003 de 2019:
“ARTÍCULO 1o. El artículo 286 de la Ley 5 de 1992 quedará así:
Artículo 286. Régimen de conflicto de interés de los congresistas. Todos los congresistas deberán declarar los conflictos de intereses que pudieran surgir en ejercicio de sus funciones.
Se entiende como conflicto de interés una situación donde la discusión o votación de un proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda resultar en un beneficio particular, actual y directo a favor del congresista.
a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se encuentre formalmente vinculado.
b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la decisión.
c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.
Para todos los efectos se entiende que no hay conflicto de interés en las siguientes circunstancias:
a) Cuando el congresista participe, discuta, vote un proyecto de ley o de acto legislativo que otorgue beneficios o cargos de carácter general, es decir cuando el interés del congresista coincide o se fusione con los intereses de los electores.
b) Cuando el beneficio podría o no configurarse para el congresista en el futuro.
c) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o acto legislativo de carácter particular, que establezcan sanciones o disminuyan beneficios, en el cual, el congresista tiene un interés particular, actual y directo. El voto negativo no constituirá conflicto de interés cuando mantiene la normatividad vigente.
d) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o acto legislativo de carácter particular, que regula un sector económico en el cual el congresista tiene un interés particular, actual y directo, siempre y cuando no genere beneficio particular, directo y actual.
e) <Literal INEXEQUIBLE>
f) Cuando el congresista participa en la elección de otros servidores públicos mediante el voto secreto. Se exceptúan los casos en que se presenten inhabilidades referidas al parentesco con los candidatos.
PARÁGRAFO 1o. Entiéndase por conflicto de interés moral aquel que presentan los congresistas cuando por razones de conciencia se quieran apartar de la discusión y votación del proyecto.
PARÁGRAFO 2o. Cuando se trate de funciones judiciales, disciplinarias o fiscales de los congresistas, sobre conflicto de interés se aplicará la norma especial que rige ese tipo de investigación.
PARÁGRAFO 3o. Igualmente se aplicará el régimen de conflicto de intereses para todos y cada uno de los actores que presenten, discutan o participen de cualquier iniciativa legislativa, conforme al artículo 140 de la Ley 5 de 1992 (…)”.
De lo anterior, y de manera meramente orientativa, se considera que para la discusión y aprobación de este Proyecto de Ley pueden tener posible conflicto de interés quienes actualmente tengan procesos judiciales o disciplinarios con ocasión de conductas de doble militancia en la modalidad de apoyo, de lo contrario se considera que  no existen circunstancias que pudieran dar lugar a un eventual conflicto de interés por parte de los Honorables Representantes, pues es una iniciativa de carácter general, impersonal y abstracta, con lo cual no se materializa una situación concreta que permita enmarcar un beneficio particular, directo ni actual. 
Salvo la hipótesis mencionada, se considera que este proyecto se enmarca en lo dispuesto por el literal a del artículo primero de la Ley 2003 de 2019 sobre las hipótesis de cuando se entiende que no hay conflicto de interés. 
Sin perjuicio de lo anterior, se debe tener en cuenta que la descripción de los posibles conflictos de interés que se puedan presentar frente al trámite del presente proyecto de ley, no exime del deber del Congresista que, en su esfera privada, identifique causales adicionales que a su juicio considere pertinentes y exponerlas durante el trámite correspondiente.

7. PLIEGO DE MODOFICACIONES

	TEXTO RADICADO 
	TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE
	JUSTIFICACIÓN

	PROYECTO DE LEY No.388 DE 2026 CÁMARA

“Por medio de la cual se modifica el artículo 2 de la Ley 1475 de 2011”.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA

	PROYECTO DE LEY No.388 DE 2026 CÁMARA

“Por medio de la cual se modifica el artículo 2 de la Ley 1475 de 2011”.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA

	Sin cambios

	Artículo 1º. Modifíquese el inciso 2 del articulo 2 de la Ley 1475 de 2011, el cual quedará así:

“Quienes se desempeñen en cargos de dirección, gobierno, administración o control, dentro de los partidos y movimientos políticos, o hayan sido o aspiren ser elegidos en cargos o corporaciones de elección popular, no podrán apoyar candidatos distintos a los inscritos por el partido o movimiento político al cual se encuentren afiliados, con excepción de quienes estén aspirando a cargos uninominales por una coalición, en cuyo caso se podrá apoyar a los candidatos de los partidos que la conformen. 

Parágrafo nuevo. El apoyo a candidaturas de partidos o movimientos políticos distintos únicamente podrá realizarse una vez formalizado el acuerdo de coalición; cualquier acto de apoyo previo a esta suscripción se considerará como doble militancia.”

	Artículo 1º. Modifíquese el inciso 2 y adiciónese un parágrafo al del artículo 2 de la Ley 1475 de 2011, el cual quedará así:

Quienes se desempeñen en cargos de dirección, gobierno, administración o control, dentro de los partidos y movimientos políticos, o hayan sido o aspiren ser elegidos en cargos o corporaciones de elección popular, no podrán apoyar candidatos distintos a los inscritos por el partido o movimiento político al cual se encuentren afiliados, con excepción de quienes estén aspirando a cargos uninominales por una coalición, en cuyo caso se podrá apoyar a los candidatos de los partidos que la conformen. 

Parágrafo nuevo. El apoyo a candidaturas de partidos o movimientos políticos distintos únicamente podrá realizarse una vez formalizado el acuerdo de coalición; cualquier acto de apoyo previo a esta suscripción se considerará como doble militancia.

	Se hace modificación de forma

	Artículo 2°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su publicación, y deroga todas aquellas que le sean contrarias. 

	Artículo 2°. Vigencia. La presente Lley rige a partir de su publicación, y deroga todas las aquellas disposiciones que le sean contrarias. 

	Se hace modificación de forma




8. PROPOSICIÓN
Por las anteriores consideraciones y haciendo uso de las facultades conferidas por el artículo 153 de la Ley 5ª de 1992, me permito rendir PONENCIA POSITIVA y solicito a la Honorable Comisión Primera de la Cámara de Representantes DAR PRIMER DEBATE al PROYECTO DE LEY No. 388 de 2026 Cámara “Por medio de la cual se modifica el artículo 2 de la Ley 1475 de 2011”, conforme al texto propuesto a continuación.
Del Honorable Representante,


GERMÁN ROGELIO ROZO ANÍS   		
Ponente único	    		
Representante a la Cámara			
Departamento de Arauca




9. TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NO. 388 DE 2026 CÁMARA 

“Por medio de la cual se modifica el artículo 2 de la Ley 1475 de 2011”

EL CONGRESO DE COLOMBIA, 

DECRETA:
Artículo 1º. Modifíquese el inciso 2 y adiciónese un parágrafo al artículo 2 de la Ley 1475 de 2011, el cual quedará así:
Quienes se desempeñen en cargos de dirección, gobierno, administración o control, dentro de los partidos y movimientos políticos, o hayan sido o aspiren ser elegidos en cargos o corporaciones de elección popular, no podrán apoyar candidatos distintos a los inscritos por el partido o movimiento político al cual se encuentren afiliados, con excepción de quienes estén aspirando a cargos uninominales por una coalición, en cuyo caso se podrá apoyar a los candidatos de los partidos que la conformen. 
Parágrafo nuevo. El apoyo a candidaturas de partidos o movimientos políticos distintos únicamente podrá realizarse una vez formalizado el acuerdo de coalición; cualquier acto de apoyo previo a esta suscripción se considerará como doble militancia.
Artículo 2°. Vigencia. La presente Ley rige a partir de su publicación, y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 

Del Honorable Representante,


GERMÁN ROGELIO ROZO ANÍS   		
Ponente único		    		
Representante a la Cámara			
Departamento de Arauca
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